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1. Introducción 
El Tribunal de Justicia ha considerado en reiterada jurisprudencia1 que la supresión de 
una ayuda estatal ilegal mediante su recuperación es la consecuencia lógica de su 
ilegalidad2 y que, salvo circunstancias excepcionales, la Comisión no rebasa los límites 
de su facultad discrecional cuando pide al Estado miembro que recupere las sumas 
concedidas en concepto de ayudas ilegales, ya que lo único que hace es restablecer la 
situación anterior3. 
De esto se deduce que el principal objetivo del reembolso es eliminar la distorsión de la 
competencia provocada por la ventaja competitiva procurada por la ayuda ilegal4 y no 
puede constituir una sanción no prevista por el Derecho comunitario, aun cuando se 
ejecute mucho tiempo después de la concesión de las ayudas de que se trate5. 
Las normas básicas sobre la recuperación de ayudas de Estado se recogen en el 
Reglamento (CE) 659/1999, del Consejo (conocido como Reglamento de 
Procedimiento)67, del que es clave de bóveda su artículo 14 al consagrar en este ámbito 
el principio de autonomía procedimental e institucional, lo que se traduce en que deberá 
ser el Estado afectado el que tome las medidas necesarias para llevar la recuperación a 
efecto y por lo tanto el proceso de devolución está supeditado a la legislación nacional 
“siempre que permita la ejecución inmediata y efectiva de la Decisión de la Comisión”. 
Esta norma básica vino a completarse con otras disposiciones de aplicación sobre la 
                                                          
1 Sentencias del TJCE de 12 de julio de 1973, Comisión contra República Federal de Alemania 
(Kohlegesetz), apartado 13; de 23 de junio de 2003, Comisión contra España, apartado 44 y Sentencia del 
TPI de 28 de noviembre de 2008, Hotel Cipriani y otros contra Comisión, Asuntos acumulados T-270/00 
y T-277/00, apartado 387, entre otras. 
2 Véanse entre otras muchas la Sentencia del TJCE de 21 de marzo de 1990, Bélgica contra Comisión, 
Asunto 142/87, apartado 66. 
3 Sentencia del TJCE de 7 de marzo de 2002, Italia contra Comisión, Asunto C-310/99, apartado 99. 
4 Sentencia del TJCE de 29 de abril de 2004, Alemania contra Comisión, Asunto C-277/00, apartado 73 y 
Sentencia del TPI de 11 de mayo de 2005, Saxonia Edelmatalle y otros contra Comisión, Asuntos 
acumulados T-111/01 y T-133/01, apartado 114. 
5 Véanse las Sentencias del TPI de 29 de septiembre de 2000, CETM contra Comisión, Asunto T-55/99, 
apartado 164 y de 10 de abril de 2003, Département du Loiret contra Comisión, Asunto T-369/00, 
apartado 57. 
6 Reglamento (CE) Nº 659/1999 del Consejo, de 22 de marzo de 1999, por el que se establecen 
disposiciones de aplicación del artículo 93 del Tratado CE. 
7 En la actualidad, se encuentra en estado de tramitación una propuesta de modificación de dicho 
Reglamento en relación a la mejora de la tramitación de las denuncias y a garantizar una recopilación de 
información del mercado efectiva y fiable, que no afecta al contenido de este trabajo, nos referimos a la 
Propuesta de la Comisión Europea de 6 de diciembre de 2012, COM (2012) 725 final. 
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recuperación recogidas en el Reglamento (CE) 794/2004, de la Comisión (conocido 
como Reglamento de aplicación)8.  
La recuperación de ayudas de Estado ilegales e incompatibles en España es una 
compleja cuestión no exenta de dificultades tanto de carácter sustantivo, como 
procedimental. Ello se debe, principalmente que, salvo que la ayuda revista la forma de 
subvención no existe en nuestro ordenamiento un procedimiento dirigido a la 
recuperación de las ayudas de Estado ilegales. 
Además, la recuperación de ayudas de Estado encuentra en la práctica numerosas trabas 
debido al complejo reparto competencial constitucional existente que, frente a la única 
responsabilidad subjetiva del Estado frente a las instancias comunitarias, en el ámbito 
interno, en no pocas ocasiones, la recuperación es competencia de CCAA y entes 
locales, careciendo la Administración central de competencias en esta tarea. 
Esta situación ha desembocado en la reciente imposición de sanciones y multas 
coercitivas a España por el incumplimiento en su obligación de recuperación de la 
ayuda ilegalmente concedida en el asunto Magefesa y en el caso de las medidas fiscales 
adoptadas por las Diputaciones Territoriales del País Vasco, por ejemplo. 
2. La ausencia de regulación de un procedimiento interno de recuperación de 
Ayudas de Estado y la supuesta fuerza ejecutiva de la decisión de recuperación 
de la Comisión 
Como hemos comentado anteriormente, en la actualidad, no existe base legal suficiente 
para cumplir con la obligación de recuperación impuesta por la Comisión, salvo en el 
caso en que la ayuda de Estado hubiera revestido la forma de subvención9. 
Esta es una cuestión que ha venido suscitando posicionamientos encontrados en la 
doctrina en los últimos años. Frente a quienes consideran que la ausencia de un marco 
normativo que regule el procedimiento no supone obstáculo alguno a la efectiva 
recuperación de la ayuda por considerar que la Decisión de recuperación de la Comisión 
goza de fuerza ejecutiva en el ordenamiento interno español, se sitúan quienes niegan tal 
carácter a la Decisión de la Comisión y reclaman la regulación del oportuno 
procedimiento de recuperación en nuestro ordenamiento10.  
Como acabamos de comentar, hay autores que defienden la no necesidad de la 
existencia del mismo, pues reivindican una suerte de Tesis de eficacia revisoria de la 
Decisión de recuperación dictada por la Comisión, en virtud de la cual no es necesario 
recurrir a ningún procedimiento de recuperación de Derecho interno ya que reconocen 
naturaleza ejecutiva a la Decisión de recuperación.  
                                                          
8 Reglamento de la Comisión (CE) 794/2004, de 21 de abril de 2004, por el que se establecen 
disposiciones de aplicación del Reglamento (CE) 659/1999 del Consejo por el que se establecen 
disposiciones e aplicación del artículo 93 del Tratado CE. 
9 El artículo 37, apartado 1, letra h) de la Ley General de Subvenciones (Ley 38/203, General de 
subvenciones, de 17 de noviembre) establece que “También procederá el reintegro de las cantidades 
percibidas y la exigencia del interés de demora correspondiente desde el momento del pago de la 
subvención hasta la fecha en que se acuerde la procedencia del reintegro en los siguientes casos: h) La 
adopción, en virtud de lo establecido en los artículos 87 a 89 del Tratado de la Unión Europea, de una 
decisión de la cual se derive una necesidad de reintegro”. 
10 Este segundo epígrafe recoge de las ideas ya expuestas en nuestra obra La recuperación de las ayudas 
de Estado. Principios y Procedimiento, Ed. IEF, Madrid, 2013, a la cual nos remitimos para un mayor 
desarrollo de estas cuestiones, especialmente a sus páginas 97 ss. 
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Autores como Goma Lanzón comparten esta opinión y afirman que el antiguo artículo 
93.2 TCEE, actual artículo 107.2 TFUE, contiene “una revisión de oficio de actos 
administrativos nacionales”11. Consecuentemente, “a la Administración nacional 
únicamente resta la ejecución del acto que ordena la devolución de las ayudas, sin 
necesidad de repetir el procedimiento de revisión de oficio ni incorporar al Derecho 
interno un acto comunitario que ya pertenece a él”12. Así pues, en opinión de este autor, 
“cabe sustentar que la incorporación de España a la CEE ha introducido en nuestro 
Derecho una nueva vía de revisión de actos firmes, vía adicional y paralela a las 
reguladas en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de modo que a las autoridades 
nacionales únicamente les restaría la competencia de ejecución voluntaria o forzosa”13. 
Se reconoce, de esta manera, a la Comisión una potestad de revisión de oficio, que se 
configuraría como una revisión de oficio realizada por un órgano sobre un acto 
administrativo dictado por otro órgano distinto. Admite Goma Lanzón que se trata de un 
supuesto desusado y poco frecuente, aunque no caso único y se remite, para buscar otro 
ejemplo, a las competencias en materia urbanística de las CCAA que en ocasiones han 
declarado la nulidad de licencias otorgadas por los Ayuntamientos, subrogándose en la 
competencia de éstos14. 
También a favor de esta tesis se posicionan Linares Gil, quien afirma que las Decisiones 
de la Comisión están adornadas con los atributos de la supremacía y eficacia directa y 
que “el Estado destinatario de la Decisión ha de limitarse a recuperar la ayuda de los 
beneficiarios”15 y de Arzoz Santisteban, al afirmar que “el principio de primacía del 
Derecho de la Unión Europea no faculta a desconocer el principio de legalidad 
proclamado por la Constitución, de forma que, llegado el caso, las autoridades internas 
pudieran retirar las ayudas incompatibles invocando pura y simplemente la decisión de 
la Comisión que ordene su recuperación, esto es, a ejercer una potestad de autotutela no 
prevista por el ordenamiento interno. De la consideración conjunta de las obligaciones 
jurídico-comunitarias y del principio de legalidad de la Constitución española se 
desprende la necesidad de prever por una ley una potestad de autotutela que permita 
recuperar de forma inmediata y efectiva todo tipo de ayudas, cualquier que fuese su 
naturaleza” 16. 
Abandonando el ámbito doctrinal y centrándonos en la praxis administrativa y judicial 
de nuestro país observamos que se incardina en esta línea argumental la conclusión 
alcanzada por el Gobierno Foral de Navarra y amparada posteriormente por el Tribunal 
                                                          
11 Goma Lanzón, J.: “Nuevo procedimiento de revisión de oficio de los actos administrativos: el artículo 
93 del Tratado CEE”, Civitas, Revista Española de Derecho Administrativo, nº 83, Julio/Septiembre, 
1994, pág. 423. 
12 Goma Lanzón, J.: “Nuevo procedimiento de revisión de oficio de los actos administrativos: el artículo 
93 del Tratado CEE”, op. cit., pág. 421. 
13 Goma Lanzón, J.: “Nuevo procedimiento de revisión de oficio de los actos administrativos: el artículo 
93 del Tratado CEE”, op. cit., pág. 420. 
14 Goma Lanzón, J.: “Nuevo procedimiento de revisión de oficio de los actos administrativos: el artículo 
93 del Tratado CEE”, op. cit., pág. 421. 
15 Linares Gil, M.: “La devolución de ayudas de Estado en el marco del Derecho Comunitario Europeo”, 
Noticias de la Unión Europea, nº 196, pág. 51. 
16 Arzoz Santisteban, X.: “La recuperación de las ayudas de Estado ilegales en el ordenamiento español: 
hacia la plena adecuación al Derecho de la Unión Europea”, CEF Revista Práctica de Derecho, nº 115-
116, pág. 102. 
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Superior de Justicia de Navarra en su Sentencia de 4 de mayo de 200517, en la cual 
acogió la tesis de la eficacia revisora de la Decisión, dándole la razón, así, al Gobierno 
navarro al afirmar respecto de los procedimientos internos de revisión que “no son de 
aplicación estos procedimientos, por cuanto con independencia de que a la Decisión 
pueda o no atribuírsele la naturaleza jurídica de un título ejecutivo, sin embargo, su 
efecto es el mismo. 
Como hemos destacado, esta tesis está lejos de haber sido unánimemente aceptada por 
nuestra doctrina pudiendo encontrar distintos autores que formulan críticas a esta tesis. 
Entre estos autores encontramos a Manzano Silva quien destaca la vulneración del 
principio de autonomía institucional y su contradicción con el texto del Tratado que 
hace una llamada a la regulación interna de este procedimiento de recuperación como 
principales objeciones a esta tesis18. 
Junto a esta autora se alinea también Merino Jara quien, basándose en la doctrina 
constitucional recogida en la Sentencia de nuestro Tribunal Constitucional 80/1993, de 
8 de marzo considera que “la recuperación de una ayuda otorgada ilegalmente se llevará 
a cabo con arreglo a las disposiciones del Estado miembro que resulten pertinentes19. 
Igualmente Fernández Torres se muestra en contra de esta tesis al afirmar que “lo que 
no sería, en todo caso, lícito, sería que la Administración competente se arrogara sin 
más el poder de revocar tales actos contrarios al Derecho Comunitario Europeo como 
excepción al principio de irrevocabilidad de los actos declarativos de derechos, con 
fundamento en los artículos 10 TCE y 93 CE. Mientras no se apruebe la correspondiente 
Ley que contemple de forma específica este supuesto o que considere las decisiones 
comunitarias como títulos ejecutivos, esta última solución se antoja totalmente 
inviable”20. 
3. La reciente doctrina del Tribunal Supremo estableciendo la necesaria 
tramitación de un procedimiento interno de recuperación de Ayudas de 
Estado con trámite de audiencia al interesado 
En esta tesitura resultan sumamente aclaratorias los pronunciamientos de nuestro 
Tribunal Supremo de 13 de mayo de 2013 (STS 3083/2013)21 y de 14 de octubre de 
2013 (STS 4968/2013) en los que el Tribunal exige la tramitación de un procedimiento 
de recuperación de las ayudas consideradas incompatibles con el Derecho comunitario y 
rechaza la recuperación automática y de plano de dicha ayuda. Estos pronunciamientos, 
                                                          
17 Esta cuestión trae causa de la Orden Foral 11/1999, de 2 de febrero por la que se concedía una 
bonificación del 50 por 100 en la cuota del Impuesto sobre Sociedades para sociedades de nueva creación. 
La Comisión estudió la compatibilidad de esta medida con el artículo 87 TCE (actualmente 107 TFUE) y 
calificó a dicha bonificación como ayuda de Estado y ordenó mediante Decisión 2002/894/CE la 
recuperación de dichas ayudas. 
18 Manzano Silva, Mª E.: “Algunos aspectos problemáticos de la recuperación de las ayudas de Estado”, 
Documentos de Trabajo, 2/09, Foros Sainz de Bujanda: Ley General Tributaria y Derecho comunitario, 
IEF, págs. 153-163, en especial véase la pág. 158. 
19 Merino Jara, I.: “La restitución de las ayudas estatales y el principio de confianza legítima”, Impuestos, 
nº 14, 1994, págs. 79-88, en especial la pág. 83. 
20 Fernández Torres, J. R.: “Revisión de oficio de los actos administrativos dictados con infracción del 
Derecho Comunitario: Nihil novum sub sole”, Noticias de la Unión, nº 205, pág. 59. 
21 Esta Sentencia también es citada por Orena Domínguez, A., en su trabajo “Recuperación de Ayudas de 
Estado: procedimiento”, Quincena Fiscal Aranzadi, nº 19, noviembre, 2013, pp. 43 ss. 
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de innegable trascendencia, resultan especialmente interesantes para nuestra disciplina 
por tratarse, en ambos caso, de ayudas de carácter fiscal. 
Ambos pronunciamientos tienen en común su origen, pues ambos están motivados por 
el disfrute de unos beneficios fiscales (aprobados por la Diputación Foral de Álava) que, 
posteriormente, fueron considerados ayudas de Estado por la Comisión, quien, ordenó 
su recuperación. La Diputación Foral de Álava (a través de su Organismo Jurídico 
Administrativo) procedió a ejecutar la orden de recuperación exigiendo, mediante 
resolución, el pago de un ingreso público que la norma tributaria declarada ilegal 
impidió en su momento recaudar. Para ello, notificó la liquidación y la carta de pago a 
los interesados con ofrecimiento de recurso.  
Las empresas afectadas presentaron recurso contencioso administrativo contra el 
acuerdo dictado por el Organismo Jurídico Administrativo de Álava aduciendo diversos 
argumentos tanto de índole procesal como sustantiva. De entre ellos destacamos que 
ambas partes coinciden en que la orden de recuperación impugnada debió estar 
precedida de un procedimiento específico, cosa que no sucedió, lo que vulneró su 
derecho de defensa, reclamando la nulidad de pleno derecho del procedimiento. 
El Tribunal de instancia no dio respuesta a la pretensión de las demandantes 
desestimando el recurso contencioso-administrativo por ellas promovido, argumentando 
que la forma en la que se procedió a la recuperación de la ayuda descarta “cualquier 
atisbo de menoscabo en la defensa de los intereses de las sociedades afectadas, 
permitiendo, por el contrario, la recuperación de la ayuda de forma inmediata y efectiva, 
como obliga el reglamento comunitario, de tal forma que, de considerar esta Sala que la 
orden de recuperación impugnada debió de estar precedida de un procedimiento 
específico, anulando la ejecución de la Decisión comunitaria y ordenando la retroacción 
de actuaciones, sólo tendría como efecto una demora en la ejecución, proscrita por el 
artículo 14.3 del Reglamento 659/1999”22. 
En ambos casos, las sociedades, recurrieron en casación ante el Tribunal Supremo 
denunciando, entre otras cuestiones, la inadecuación del procedimiento para la 
recuperación de las ayudas declaradas ilegales, sosteniendo que el mismo se acordó sin 
trámite de audiencia y sin ninguna de las garantías propias de la revisión de actos firmes 
y favorables dictados por la Administración. 
La Diputación de Álava alegó en su defensa en el marco de estos recursos de casación 
que la recuperación de las ayudas es un imperativo comunitario que no tiene parangón 
en derecho interno y que no requiere ser recepcionado y traducido a procedimientos y 
figuras procedimentales, pues en caso contrario, no se estaría dando cumplimiento de 
manera inmediata y efectiva a la orden de recuperación, tal y como exige el artículo 
14.3 del Reglamento 659/1999 y esgrime como argumento de defensa frente a la 
solicitud de nulidad de las partes, que “no cabe hablar de nulidad de pleno derecho por 
haberse prescindido absolutamente del procedimiento legalmente establecido, por la 
sencilla razón de que no había uno previsto”. 
En este asunto, el Tribunal Supremo, en cuanto a la forma de proceder a la 
recuperación, se cuestiona si la exigencia de inmediatez en la recuperación que la 
normativa comunitaria reclama justifica la adopción “de plano”, sin tramitación de 
                                                          
22 Sentencia de 11 de noviembre de 2011 del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco FJ 4º y FJ 3º 
Sentencia de 26 de septiembre de 2001 del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco. 
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procedimiento previo y sin audiencia previa, de la decisión del reintegro del importe de 
la ayuda. Como respuesta a este interrogante, recuerda el TS que la audiencia es un 
derecho y un trámite necesario que no sólo impone nuestro ordenamiento doméstico, 
sino también, el ordenamiento de la Unión Europea. 
Por lo que a nuestro ordenamiento se refiere, recuerda el TS23 que es un principio 
general de nuestro ordenamiento, de alcance constitucional (artículo 105.c) de la Carta 
Magna, que debe encontrar aplicación en todos los casos en los que la decisión que vaya 
a adoptar un órgano administrativo afecta a los derechos e intereses de ciudadanos 
identificados y suficientemente individualizados, hasta el punto de que su omisión, 
cuando constituya un trámite esencial, puede hacer irreconocible la existencia de un 
procedimiento abocando a la nulidad de la decisión adoptada.  
En los casos de recuperación en liza, el Tribunal considera que se trata de un trámite 
esencial, apoyándose para alcanzar dicha conclusión, de un lado, en la doctrina del 
propio Tribunal de Justicia de la Unión Europea que reconoce que en la fase de 
recuperación de una ayuda es preciso efectuar el análisis de cada empresa afectada, 
afirmación que hace imprescindible, en opinión del TS, que la afectada sea oída y, de 
otro lado, en la Dirección General de Tributos, quien, en su contestación de 2 de junio 
de 2009 a la consulta vinculante 1304-09, afirmó que en el trámite de recuperación se 
trata de regularizar la situación fiscal del destinatario de la ayuda por lo que respecta al 
beneficio eliminándolo, pero admite que pueda tener una mayor extensión, pudiendo 
por tanto discutirse la procedencia de otras ventajas que la declarada ilegal dejó en su 
momento fuera de juego por su incompatibilidad.  
En los dos casos enjuiciados, al no haberse seguido ningún tipo de procedimiento, 
adoptándose de plano la decisión de recuperación de la ayuda sin oír previamente a la 
compañía beneficiaria, se desconoció el mencionado principio. 
Por lo que al ordenamiento de la Unión Europea atañe, recuerda nuestro TS que el 
reconocimiento de este principio viene dado al más alto nivel al estar recogido en el 
apartado 2 del artículo 41 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea2425 y, en opinión del Tribunal, “cuando las Administraciones nacionales 
ejecutan decisiones de la Unión Europea quedan sometidas también a su ordenamiento 
jurídico y, en particular, a la Carta de Derechos Fundamentales”. 
Consecuentemente concluye nuestro TS que la orden foral de recuperación debió estar 
precedida de un procedimiento específico. Por lo que anula en ambos casos la ejecución 
de la Decisión comunitaria, ordenando la retroacción de actuaciones. 
No obstante, considera el Tribunal Supremo26 que su tarea no consiste en diseñar en 
abstracto ese procedimiento, usurpando el papel del legislador, ni determinar cuál de los 
distintos cauces que ofrece nuestro sistema resulta más adecuado para recuperar las 
ayudas estatales contrarias al orden jurídico de la Unión Europea, opción que 
corresponde realizar en cada caso a la Administración obligada a restablecer el 
equilibrio roto con su concesión. 
                                                          
23 Sentencia 14 de octubre de 2013 FJ 3º. 
24 DOUE, 326 C, de 26.10.2012, pág. 391. 
25 El Tratado de la Unión Europea en el apartado 1 de su artículo 6 reconoce a la Carta de Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea el mismo valor jurídico que los Tratados. 




Estos pronunciamientos del Tribunal Supremo no vienen sino a confirmar la opinión de 
nuestro Consejo de Estado el cual, ya en el año 2001, se mostró contrario al 
reconocimiento de ejecutividad a la Decisión de recuperación de la Comisión27 y, 
además, en su Memoria del año 2000 sugirió que el procedimiento de recuperación de 
las ayudas de Estado debería contar con un procedimiento respaldado legalmente en 
forma suficiente y “podrían ser reembolsadas mediante expediente de carácter 
administrativo siempre que se trataran en efecto de auténticas ayudas de Estado, así 
declaradas por la Comisión de las Comunidades Europeas y que, por ser contrarias al 
mercado común, han de dejarse sin efecto según los procedimientos de Derecho interno 
español. Este emplazamiento de la cuestión en el campo del Derecho público requeriría 
la regulación de un procedimiento que, partiendo de la decisión adoptada por la 
Comisión, determinase los beneficiarios concretos y el importe de las ayudas, el modo 
de requerirlas, la devolución de los importes indebidamente percibidos y la aplicación 
de la vía de apremio a falta de reembolso voluntario”. 
Por lo que a nuestra opinión se refiere, como ya habíamos tenido ocasión de 
pronunciarnos28, no somos partidarios de la tesis de la eficacia directa porque 
consideramos, por un lado, que ello contraviene lo dispuesto en el propio artículo 14 del 
Reglamento 659/1999 y, por otro lado, que esta opción iría contra los principios de 
legalidad y seguridad jurídica, por lo que defendemos la necesidad de dotar a la 
Administración española de las potestades suficientes para proceder a la recuperación 
de la ayuda cumpliendo con los imperativos de efectividad e inmediatez con 
independencia de la forma en la que se otorgó la ayuda y de la presencia o no de acto 
administrativo de concesión.  
Por ello abogamos por una reforma legislativa en este punto que haga del procedimiento 
de recuperación el cauce adecuado para la determinación de los datos necesarios para 
que la decisión de ejecución sea directamente ejecutable, dando a los afectados 
mecanismos de defensa jurídica adecuados frente a las decisiones nacionales de 
ejecución de la decisión de recuperación dictada por la Comisión. 
Nuestra postura se basa en dos argumentos principalmente. El primero de ellos se basa, 
como ya hemos tenido ocasión de poner de manifiesto en este trabajo, en el hecho de 
que la Decisión de recuperación de la Comisión no es un título ejecutivo directamente 
en el Estado miembro afectado y ello por dos motivos: de un lado, por la exclusión 
expresa que hace al respecto el artículo 299 TFUE, que solo reconoce fuerza ejecutiva a 
los actos del Consejo, de la Comisión y del Banco Central Europeo siempre que 
impongan una obligación pecuniaria; de otro lado, debido a que la decisión de 
recuperación dictada por la Comisión no contiene toda la información necesaria para 
proceder a la recuperación de la ayuda, especialmente en lo referente a la identificación 
de las empresas obligadas a devolver las ayudas indebidamente recibidas y en lo tocante 
a la determinación del importe del beneficio reembolsable, siendo en estos casos, 
obligación del Estado miembro identificar sin dilación a las empresas afectadas por la 
                                                          
27 Resolución 2690/2001, de 22 de febrero de 2001, del Consejo de Estado. 
28 Pérez Bernabeu, B.: La recuperación de las ayudas de Estado. Principios y Procedimiento, Ed. IEF, 
Madrid, 2013, pp. 144 ss. 
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decisión de recuperación y cuantificar el importe exacto de la ayuda que debe 
recuperarse de cada uno de ellos29. 
El segundo de nuestros argumentos a favor de la regulación de un procedimiento 
administrativo de recuperación de las ayudas de Estado ilegales se sustenta en la 
necesidad de una base jurídica apropiada para proceder a la recuperación de las ayudas 
declaradas incompatibles por la Comisión, pues, como hemos puesto de manifiesto en 
este trabajo, en la actualidad el sustento jurídico de los procedimientos de recuperación 
es deficiente y viene dado, en los casos de contar con un acto administrativo, por las 
distintas vías de revisión de oficio de los actos administrativos, originando problemas 
desde el punto de vista dogmático y procedimental, lo que obliga a realizar 
interpretaciones, más o menos debatidas y más o menos forzadas, como la de equiparar 
la falta de notificación a un vicio de nulidad de pleno derecho. 
Con la aprobación de una regulación específica del procedimiento de recuperación de 
ayudas de Estado ilegales se contaría con un cauce adecuado y específico para este fin, 
desapareciendo las denunciadas distorsiones existentes derivadas de la utilización de 
procedimientos y cauces previstos en la normativa interna para otros fines ajenos a la 
recuperación de ayudas de Estado. 
No obstante, somos conscientes de que la regulación de un procedimiento de este tipo 
que reclamamos encuentra dos objeciones. De un lado, la inexistencia de margen de 
apreciación por parte de las autoridades nacionales, compelidos a su ejecución so pena 
de incurrir en un incumplimiento. 
De otro lado, el hecho de que este procedimiento de recuperación no produciría en el 
beneficiario de la ayuda -y ahora obligado a su devolución- efectos diferentes de los que 
se derivan de la decisión de recuperación, pues el obligado –salvo que hubiera 
previamente impugnado dicha decisión de recuperación ante los tribunales comunitarios 
de conformidad con el artículo 263 TFUE (antiguo 230 TCE) - no puede alegar en el 
procedimiento interno los vicios de los que pueda adolecer aquella decisión en el 
procedimiento interno dirigido a recuperar la ayuda, pudiendo únicamente alegar los 
errores materiales en los que ha podido incurrir la ejecución interna de la decisión de 
recuperación. 
Creemos que estas dos objeciones no son obstáculos insalvables, sino dos elementos 
configuradores del procedimiento interno de recuperación de ayudas de Estado, el cual 
quedaría configurado como un procedimiento administrativo que, garantizando el 
derecho de audiencia de los interesados, estuviera dirigido exclusivamente a ejecutar la 
decisión de recuperación dictada por la Comisión, una vez que esta hubiera adquirido 
firmeza, con independencia de la forma que adoptó la medida considerada ayuda de 
Estado ilegal y sin tomar en consideración si la medida se concedió o no mediante un 
acto administrativo, sin dirigirse a discutir cuestiones de legalidad de la decisión de 
recuperación –cuestiones que se pueden dilucidar ante los tribunales tanto comunitarios, 
en virtud de las previsiones del artículo 263 TFUE (antiguo 230 TCE), como ante los 
tribunales nacionales, como hemos comentado- sino dirigido principalmente a 
cuantificar la ayuda y determinar los beneficiarios de la ayuda, cuestiones estas que no 
se recogen en la decisión de recuperación de la Comisión y cuya concreción recae sobre 
                                                          
29 Apartado 48 de la Comunicación de la Comisión “Hacia una aplicación efectiva de las decisiones de la 
Comisión por las que se ordena a los Estados miembros que recuperen las ayudas estatales ilegales e 
incompatibles” (2007/C 272/05). 
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las autoridades nacionales y que deberían estar sometidas al principio de contradicción, 
de manera que el obligado a la recuperación podría defender sus argumentos contrarios 
a la Administración en relación con estas cuestiones. 
 
